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REPÚBLICA DE COLOMBIA

JUZGADO DIECISÉIS ADMINISTRATIVO ORAL DE MEDELLÍN
Tres (03) de julio de dos mil catorce (2014)

REFERENCIA: 

EXPEDIENTE No.  05001-33-31-016-2014-00913-00

ACCIÓN DE CUMPLIMIENTO

DEMANDANTE: SOFIA OSPINA ARANGO 
DEMANDADO: MUNICIPIO DE GUARNE   
AUTO INTERLOCUTORIO No. 150
ASUNTO. SE RECHAZA LA ACCIÓN POR IMPROCEDENTE. –

La señora  SOFIA OSPINA ARANGO actuando por intermedio de apoderado judicial, presentó demanda contra el MUNICIPIO DE GUARNE, en ejercicio de la ACCIÓN DE CUMPLIMIENTO consagrada en el artículo 87 de la Constitución Política, solicitando lo siguiente: 


“…Que se ordene al Municipio de Guarne, al cumplimiento de lo establecido en el fallo proferido por el Juzgado Once Administrativo Oral del Circuito de Medellín, dentro del proceso radicado con el número 2.010-00090.

Que se ordene a la autoridad de control competente, adelantar la investigación del caso para efectos de responsabilidades penales o disciplinarias.” 

FUNDAMENTO FÁCTICO
Manifiesta que dentro del proceso 2010-00090, el cual se tramitó en el Juzgado Once Administrativo Oral de Medellín, se profirió fallo en favor de la accionante y en contra del municipio de Guarne, en virtud del cual considera tener derecho, a que se le nombre cuando menos, en un cargo de Auxiliar Administrativa de Quejas y Reclamos, Código 407 de carrera, Grado 3 (Página 12 del fallo citado, 2º párrafo).
Dice, que mediante el acta de incorporación del 7 de febrero de 2013, se le reasignó el cargo con código 407 grado 1 Auxiliar Administrativo de la Dirección de Desarrollo Comunitario, cuando el cargo que se le había asignado anteriormente, era el Código 407 grado 3 Auxiliar Administrativo de Quejas y Reclamos.
Explica, que mediante comunicación del 28 de febrero de 2013, se manifestó la inconformidad ante la accionada y el municipio de Guarne, a través de su Director de Servicios Administrativos, dio respuesta a la comunicación el día 18 de marzo de 2013, manifestando que la reestructuración había sido aprobada por la Comisión Nacional del Servicio Civil, respuesta con la que considera, se está negando a hacer efectivo el fallo proferido por el Juzgado 11 Administrativo Oral del Circuito de Medellín.
NORMAS QUE SE ESTIMAN INCUMPLIDAS 

El escrito presentado no contiene un acápite en el cual se enuncie cual es la norma o normas que se incumplen por parte del municipio de Guarne, pues el mismo hace referencia al cumplimiento de una sentencia judicial debidamente ejecutoriada. 
CONSIDERACIONES
1.
Finalidad de la acción de cumplimiento.  

El constituyente de 1991, con la finalidad de proteger los derechos de los administrados, consagró en el artículo 87, la denominada acción de cumplimiento, en virtud de la cual, “toda persona podrá acudir ante la autoridad judicial para hacer efectivo el cumplimiento de una ley o un acto administrativo”.  

Como se desprende de las discusiones surgidas en el seno de la Asamblea Nacional Constituyente, esta acción fue concebida para que  “... las personas una vez este vigente la ley tengan un mecanismo ante autoridad contencioso ‑ administrativa para que mediante una acción pública como ésta, puedan demandar, la ejecución de la ley...”
.
De acuerdo a la forma como fue concebida, la acción de cumplimiento tiene por objeto, hacer cumplir las normas con "fuerza de ley" o con "fuerza material de ley", precisando la Corte Constitucional, cuando declaró la constitucionalidad del artículo 1° de la Ley 393 de 1997, que ese aparte "está indicando que se trata de hacer efectivos mandatos del legislador, provenientes del Congreso o del gobierno en ejercicio de funciones legislativas"
.

En consecuencia, mediante el ejercicio de la acción de cumplimiento se debe buscar la efectividad de lo dispuesto en todas las normas con fuerza de ley, “…lo cual incluye no solo a las leyes en sentido formal, que por el solo hecho de ser expedidas por el Congreso y sancionadas por el Presidente, tienen fuerza de ley, sino también a otros actos normativos, que sin ser leyes formalmente, tienen por expreso mandato constitucional, fuerza de ley, como sucede con los decretos de facultades extraordinarias (C.P., art. 150, Ord. 10)
.

También tiene por objeto la efectividad de los actos administrativos, es decir,  las manifestaciones de voluntad de la administración que producen efectos jurídicos. El acto administrativo, de acuerdo con la jurisprudencia, “es una manifestación de voluntad, mejor se diría de la intención ya que ésta supone aquélla, en virtud de la cual se dispone, se decide, se resuelve una situación o una cuestión jurídica, para como consecuencia, crear, modificar o extinguir una relación de derecho..."
.
2.
Requisitos de la acción y de la solicitud.

La acción de cumplimiento fue reglamentada por la Ley 393 de 1997, en la cual se señaló el objeto en los siguientes términos:

 “Toda persona podrá acudir ante la autoridad judicial definida en esta Ley para hacer efectivo el cumplimiento de normas aplicables con fuerza material de Ley o Actos Administrativos”.

A  su vez, el artículo 8° de la Ley citada, establece el requisito de procedibilidad de la acción, en los siguientes términos:

“Art. 8º. - Procedibilidad.  La acción de cumplimiento procederá contra toda acción u omisión de la autoridad que incumpla o ejecute actos o hechos que permitan deducir inminente incumplimiento de normas con fuerza de Ley o Actos Administrativos. También procederá contra acciones u omisiones de los particulares, de conformidad con lo establecido en la presente Ley.

“Con el propósito de constituir la renuencia,  la procedencia de la acción requerirá que el accionante  previamente haya reclamado el cumplimiento  del deber legal o administrativo y la autoridad se haya ratificado en su incumplimiento o no contestado dentro de los diez (10) días siguientes a la presentación de la solicitud.  Excepcionalmente se podrá prescindir de este requisito, cuando el cumplirlo a cabalidad genere el inminente peligro de sufrir un perjuicio irremediable para el accionante, caso en el cual deberá ser sustentado en la demanda”.
El legislador impuso además, una serie de requisitos formales que el demandante debe cumplir. Así, el artículo 10 de la Ley, al referirse al contenido de la solicitud, establece:

“Contenido de la solicitud.   La solicitud deberá contener:

[…]

“2. La determinación de la norma con fuerza material de Ley o Acto Administrativo incumplido.  Si la Acción recae sobre Acto Administrativo, deberá adjuntarse copia del mismo. 

(...)

“5. Prueba de la renuencia, salvo lo contemplado en la excepción   del inciso segundo del artículo 8° de la presente Ley, y que consistirá en la demostración de haberle pedido directamente su cumplimiento a la autoridad respectiva”.

3.
Improcedencia de la acción de cumplimiento.

El artículo 9° de la Ley 393 de 1997,  establece las causales de improcedencia de la acción de cumplimiento. Dispone la norma:

“Art. 9°. IMPROCEDIBILIDAD. La Acción de Cumplimiento no procederá para la protección de derechos que puedan ser garantizados mediante la Acción de Tutela. En estos eventos, el Juez le dará a la solicitud el trámite correspondiente al derecho de Tutela.

Tampoco procederá cuando el afectado tenga o haya tenido otro instrumento judicial para lograr el efectivo cumplimiento de la norma o Acto Administrativo, salvo, que de no proceder el Juez, se siga un perjuicio grave e inminente para el accionante.”.

En el presente asunto, de acuerdo a los hechos y pretensiones esgrimidos, resulta claro que la acción de cumplimiento no es el mecanismo idóneo para solicitar el cumplimiento de una sentencia judicial debidamente ejecutoriada, pues para ello la Ley 1437 de 2011, Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, prevé en su TITULO IX el proceso ejecutivo, determinando en su artículo 297, que constituye título ejecutivo, las sentencias debidamente ejecutoriadas proferidas por la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo.
Así entonces, para el reconocimiento de lo pretendido, la demandante deberá acudir a un proceso ejecutivo por obligación de hacer.

Aunado a lo anterior, no se advierte que nos encontremos ante la presencia de un perjuicio irremediable, que determine, que a pesar de existir otro mecanismo judicial para el reconocimiento de las pretensiones, sea causal de excepción para admitir la presente acción.  

4.
Así las cosas, procede el rechazo de plano de la demanda presentada en ejercicio de la acción de cumplimiento, por improcedente. 

En mérito de lo expuesto,  EL JUZGADO DIECISÉIS ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO DE MEDELLÍN.  

RESUELVE

1.  RECHAZAR DE PLANO LA DEMANDA que en ejercicio de la ACCIÓN DE CUMPLIMIENTO instauró la señora SOFIA OSPINA ARANGO, contra EL MUNICIPIO DE GUARNE, por las razones expresadas en la motivación precedente.

2.
Se ordena la devolución de los anexos sin necesidad de desglose.

3.
En firme esta providencia, por intermedio de la oficina de apoyo judicial de los juzgados administrativos, procédase al archivo de las presentes diligencias.
NOTIFÍQUESE

RODRIGO VERGARA CORTÉS 

Juez 


JUZGADO DIECISÉIS ADMINISTRATIVO ORAL DE MEDELLÍN





NOTIFICACIÓN POR ESTADO





En la fecha se notificó por ESTADO el auto anterior.





Medellín, _________________________fijado a las 8 a.m.








___________________________________


MARIA FERNANDA ZAMBRANO 


Secretaria
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